Comisión Especial con el cometido 


de 
estudiar los recursos previstos en el Versión Taquigráfica N* 1770 de 
artículo 303 de la Constitución 2003 
Carpeta N* 2659 de 2002 


DECLARACIÓN DE INCOMPATIBILIDAD DEL EJERCICIO 
DEL CARGO DE UN 
SEÑOR EDIL POR SU CALIDAD DE DEPENDIENTE DE UNA 
EMPRESA 
DE TRANSPORTE INTERDEPARTAMENTAL 


Recurso de apelación presentado por varios señores Ediles de la Junta Departamental de Rivera, 
contra la Resolución de 22 de noviembre de 2002 del citado Cuerpo 


Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 13 de mayo de 2003 


(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señores Representantes Fernando Araújo (ad hoc) y Alejandro Falco (ad hoc). 


MIEMBROS: Señores Representantes Gustavo Borsari Brenna, Artigas Melgarejo. Enrique Pérez Morad y 
Pedro Señorale. 


ASISTEN: — Señor Representante Guido Machado. 


INVITADOS: Por la Junta Departamental de Rivera, señores Edil Luis Cabezudo y doctor Ruben Velleda, 
asesor. 


Por los Ediles recurrentes: señores Nibio Ferreira, Gerardo Amarilla y Donald Martins, y 
señoras Stella Romero y Marta Werner. 


SEÑOR PRESIDENTE (ad hoc) (Araújo).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión tiene el agrado de recibir a los Ediles de la Junta Departamental de Rivera, señor Luis 
Cabezudo, en representación del Presidente, y doctor Ruben Velleda, en carácter de asesor. El motivo de su 
convocatoria es que un grupo de Ediles -un tercio del total de componentes de la Junta Departamental- ha 
presentando un recurso de apelación por la declaración de incompatibilidad del ejercicio del cargo de un 
señor Edil por su calidad de dependiente de una empresa de transporte interdepartamental. 


SEÑOR CABEZUDO.- Hemos venido para atender una invitación que nos hicieran llegar, en 
representación del señor Presidente de la Junta Departamental de Rivera, don Héctor Rocha Freire. 
Estamos a las órdenes para responder las preguntas que quieran formularnos. 


SEÑOR PÉREZ MORAD.- Creo que sería conveniente que hicieran una breve síntesis del motivo de la 
denuncia. 


SEÑOR CABEZUDO.- Esta situación se venía arrastrando desde hace tiempo; veníamos notando una 
serie de ataques que se venían haciendo a la Administración Departamental. No habíamos tomado 
participación, pero teníamos alguna documentación que fuimos guardando. Y, la gota que desbordó el 
vaso, fue una acusación referente a un llamado a Sala que hizo el Edil denunciado en esta oportunidad 
con relación a unas becas que, aparentemente, no se habían pagado. Luego, recibimos información más 
precisa con relación al tema de las becas. En ese momento se nos manifestó que no se habían pagado 
porque había que presentar una documentación que justificara cuál era el verdadero motivo. 


Entonces, viendo que esos ataques se habían tornado más asiduos, resolvimos presentar esta denuncia contra 
el Edil. Además, contábamos con documentación que probaba -por lo menos, legalmente era lo que 
entendíamos- que el señor Edil estaba inhibido de participar como tal debido al cargo que ostentaba como 
guarda en la empresa TURIL de la ciudad de Rivera. Una vez que la Junta Departamental y la Intendencia 
Municipal de Rivera contrataron a esa empresa, y sabiendo que este señor Edil era funcionario de TURIL, 
entendimos que el artículo 290 de la Constitución lo inhibía para ejercer ambas funciones. Por lo tanto, 
recabamos la información, presentamos la denuncia formal en Sala y derivó en el tema que estamos tratando 
en el día de hoy. 


SEÑOR MELGAREJO.- En lo que a mí respecta, no me queda claro el resto de la argumentación, más 
allá de lo relacionado con el artículo 290 de la Constitución. Entiendo que ataques a la Administración 
que pueda realizar un señor Edil integrante del Cuerpo se deben inscribir en que cuando todos los 
Ediles no están de acuerdo con algo, deben llevarlo adelante. De la misma forma, me parece que un 
llamado a Sala, por una medida que tenga los votos suficientes, también se inscribe dentro de lo que la 
propia Constitución indica. 


El otro tema es el de la documentación probatoria que el señor Edil señala que tienen. No sé si se puede 
aclarar un poco más esto de la documentación probatoria. Quisiera saber si hay algún otro elemento, además 
del hecho de saber que trabajaba en una empresa que contrató en alguna oportunidad con la Junta 
Departamental. 


SEÑOR CABEZUDO.- Yo me referí a la forma en que fue hecho el pedido de informes y a la manera 
constante en que se venía atacando la administración sin que nosotros tomáramos ningún tipo de 
medidas. Ese día bien se podía haber hecho un pedido de informes formal sin antes llamar a Sala al 
señor Intendente, porque creo que él ha contestado todos los pedidos de informes que se le han 
solicitado hasta el día de hoy. 


En cuanto a la documentación probatoria, debo decir que en el mes de marzo del año pasado, se fue a un 
congreso a la ciudad de Florida. En esa oportunidad, la Mesa Permanente trataba el tema de la personería 
jurídica para el Congreso Nacional de Ediles, y la Junta Departamental fue invitada a participar puesto que se 
necesitaba la mitad más uno de todos los Ediles del país para la aprobación de los estatutos. En consecuencia, 
la Junta Departamental de Rivera contrató un ómnibus de la empresa Turil para que los Ediles se trasladaran 
hasta Florida. Tenemos la fotocopia de la orden de contratación del ómnibus y la documentación del pago. El 
50% del valor del contrato de esa unidad corría por parte de la Mesa del Congreso y, del otro 50%, se hizo 
cargo la Junta Departamental de Rivera. No obstante ello, durante el año pasado, la Junta adquirió alrededor 
de cuatrocientos pasajes a la empresa Turil, cosa que también hizo la Intendencia Municipal de Rivera. Como 
prueba de ello, podemos citar una deuda que mantenía la Intendencia en momentos de la Rendición de 
Cuentas con Turil por un monto superior a los $ 700.000. Esas pruebas ya fueron presentadas y son las más 
fehacientes que tenemos. 


Además, se recabó información sobre el funcionario. Se nos dijo que era funcionario de la empresa Turil 
desde el año 1991, con su respectivo número de planilla, donde constaba que era guarda. No quisimos aportar 


los datos de su sueldo porque creímos que no correspondía. Luego, la propia Junta Departamental solicitó 
mayores datos a la empresa, por lo que se pudo comprobar que este Edil era funcionario desde 1991; también 
se adjuntó un recibo de su sueldo. 


SEÑOR PÉREZ MORAD.- Quiero preguntar al señor Edil con cuántas empresas de transporte 
contrata la Junta Departamental de Rivera. 


SEÑOR CABEZUDO.- Actualmente, la Junta, cuando tiene necesidad, contrata con Agencia Central. 
Últimamente, no se ha comprado más pasajes puesto que se eliminó su compra desde que hubo ciertos 
problemitas, como este por ejemplo. Pero, generalmente, se contrata con Agencia Central, con Turil y 
con Nuñez; no hay exclusividad con una empresa. La Intendencia Municipal de Rivera tampoco tiene 
exclusividad con ninguna empresa. 


SEÑOR PÉREZ MORAD.- En cuanto a la adjudicación de contrataciones, quisiera saber si la Junta 
Departamental lo hace de manera directa, llama a concurso o coteja precios. ¿Cuál es el criterio 
utilizado por la Junta Departamental? 


SEÑOR CABEZUDO.- Casi todas las empresas deben a la Intendencia Municipal de Rivera. Como 
generalmente no hay dinero en la Junta Departamental, se busca la forma de ver cuál de las empresas 
está en condiciones en ese momento para brindar cierto servicio, a canje de deuda con la Intendencia. 
No se hace un llamado a licitación para contratar un servicio determinado. 


SEÑOR SEÑORALE.- Quiero focalizar el recurso que tenemos a estudio. 


De acuerdo con el artículo 303 de la Constitución, lo que puede ser recurrible ante la Cámara de 
Representantes son los decretos de las Juntas Departamentales y algunas resoluciones de los señores 
Intendentes. Me gustaría saber si hay un decreto dictado por la Junta Departamental determinando la 
inhabilitación de este Edil para el ejercicio del cargo. De esa manera podríamos estar configurando un hecho 
que podría ser recurrible ante este organismo. Lo único que he encontrado en los antecedentes es una 
resolución de la Junta en la que aprueba un informe jurídico. Entonces, posterior a este hecho ¿hay un decreto 
del órgano legislativo municipal que, con las formalidades que necesita en su contenido como tal, determine 
la inhabilitación del Edil del caso para el ejercicio del cargo? 


SEÑOR CABEZUDO.- No, lo que realmente se hizo fue aprobar el informe en mayoría, en el cual se 
declaraba la incompatibilidad del señor Edil, y eso fue lo que quedó vigente. En la oportunidad en que 
se realizó una reunión, al ver el señor Presidente que el Edil se hizo presente en Sala, citó el texto 
aprobado en Sala por mayoría y levantó la sesión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No me quedó claro ese segundo episodio. En definitiva, no hubo una 
resolución formal diciendo que se lo expulsaba o declaraba inhabilitado, pero cuando se formalizó la 
siguiente sesión, esta se levantó porque estaba presente el Edil. 


SEÑOR CABEZUDO.- El señor Presidente -si no me falla la memoria, porque estamos hablando en 
base a recuerdos- dio lectura al artículo 290, en el cual se basó el informe del asesor jurídico de la 
Junta, que fue aprobado por diecisiete votos contra trece. Entonces, se entendía que no se podía 
sesionar porque en esa oportunidad el señor Edil Joselito Mello estaba inhabilitado para ejercer su 
función. Pero no se dictó ninguna sentencia en ese sentido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El propio Edil dice eso, que no se ha dictado un decreto. De todos modos, en 
los hechos, en las sesiones subsiguientes, hasta que la Cámara de Representantes suspende ese acto, el 
Edil estaba inhabilitado y ustedes no le permitían ingresar como tal, ¿no es cierto? 


SEÑOR CABEZUDO.- La verdad es que la reunión en que se levantó la sesión fue la última. No hubo 
más reuniones a posteriori, porque estaba el receso. Después vino la resolución de la Cámara de 
Representantes, por la cual se suspendía la aprobación del informe jurídico, y a partir de ahí él ha 
actuado sin ningún tipo de problema. 


SEÑOR PÉREZ MORAD.- Entonces, el señor Edil ahora sigue concurriendo a las sesiones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ahora sí, porque la interposición del recurso tiene efecto suspensivo. La 
Cámara de Representantes le comunicó a la Junta Departamental que debía permitirle seguir 
actuando hasta que dicho Cuerpo se expidiera en forma definitiva a través de una resolución. 


Ahora bien: si una vez transcurridos los plazos constitucionales la Cámara no falla, transcurren los sesenta 
días y ustedes van a entender que el Edil sigue inhabilitado para actuar, ¿no es así? 


SEÑOR CABEZUDO.- Dado lo que se ha aprobado en la Junta, si la Cámara no dicta resolución, no 
estaría habilitado; creo que legalmente es así, más allá de que no soy una persona que conozca mucho 
de los temas jurídicos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- O sea que, en los hechos, si el Edil se presentara en la sesión siguiente al 
vencimiento de ese plazo, ustedes levantarían otra vez la sesión o llamarían a la fuerza pública para 
que saliera. 


SEÑOR CABEZUDO.- No creo que lleguemos a ese extremo, porque no corresponde. Creo que 
primero vamos a agotar el diálogo y ver si hay alguna resolución. Si hay que extender algún plazo, se 
va a extender. No puede ser una medida a rajatabla. Si la Cámara está estudiando el tema pienso que 
se va a expedir al respecto o de lo contrario va a suspender la resolución. 


SEÑOR MELGAREJO.- Todos sabemos que el cargo de Edil es honorario. Así lo manda la 
Constitución. De ninguna manera quiero que crea que le formulo la pregunta para herirlo. Voy a ser 
muy sincero: ¿puede decirnos en dónde trabaja usted? 


SEÑOR CABEZUDO.- Sí, señor. Soy jefe del sector archivos de la oficina electoral departamental de 
Rivera. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Sabe usted si el Edil Joselito Mello sigue trabajando en la empresa de 
transporte que motivó su denuncia? 


SEÑOR CABEZUDO.- Tengo entendido que no. 
SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Conoce la causa por la cual fue despedido? 


SEÑOR CABEZUDO.- Sí, sé, pero creo que no viene al caso. No tiene nada que ver con lo planteado 
por nosotros. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dentro de los puntos del recurso, los recurrentes dicen que el hecho 
detonante fue el llamado a Sala que realizó el Edil al Intendente Municipal. Me gustaría que relatara 
con un poco más de detalle los hechos. 


SEÑOR CABEZUDO.- El tema es que la bancada del señor Edil y el Edil denunciado, 
permanentemente venían atacando a nuestra Administración y nosotros no habíamos tomado ningún 
tipo de resolución hasta ese momento en que se hizo el llamado a Sala al señor Intendente. Creo que no 
fue correcto el método utilizado por el señor Edil para plantear esa denuncia que realizó, ya que hizo 
una grabación medio clandestina, cuando entrevistó a algunos funcionarios y luego presentó eso en 
Sala. A nosotros no nos cayó nada bien y, entonces, a partir de ese momento resolvimos también atacar 
con las armas que teníamos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Cuando se inició el período legislativo, ¿se creó una comisión de poderes en la 
Junta Departamental? 


SEÑOR CABEZUDO.- Sí. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Y se analizó la situación de todos los Ediles? 
SEÑOR CABEZUDO.- Por lo menos de la gran mayoría de los Ediles, sí. 
SEÑOR CABEZUDO.- ¿Y la situación del Edil Joselito Mello? 

SEÑOR CABEZUDO.- Pienso que sí. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Y no constó ninguna inhabilitación? 


SEÑOR CABEZUDO.- Al principio no porque recién se asumía y no teníamos conocimiento de ningún 
contrato ni con la Intendencia ni con la Junta Departamental. Luego se disolvió la comisión de poderes 
y quedamos en crear una nueva comisión para estudiar la posible incompatibilidad de tareas de los 
señores Ediles, pero nunca se concretó más allá de que fue aprobado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dentro de los elementos de derecho que argumentan los recurrentes está el de 
que no se le permitió formular los descargos de acuerdo con el artículo 66 de la Constitución, antes de 
destituirlo. ¿Por qué no hubo esa instancia que normalmente existe? 


SEÑOR CABEZUDO.- No sé porque no se formalizó ningún tipo de comisión. Creo que él se presentó 
en la última reunión y en las demás reuniones no participó, inmediatamente después que yo presentara 
la denuncia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿No hubo entonces esa instancia para que formulara sus descargos? 


SEÑOR CABEZUDO.- No. Por lo menos tengo entendido que él nunca lo planteó y tampoco la 
bancada. Tengo entendido que fue así. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa de la Junta Departamental, antes de hacer lugar a su denuncia, 
¿tampoco entendió necesario dar una posibilidad al Edil para que presentara sus descargos? 


SEÑOR CABEZUDO.- Creo que no plantearon esto; no sé cuál fue la actitud de la Mesa en ese 
momento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a hacer unas preguntas al asesor, que creo fue uno de los firmantes del 
informe. ¿Por qué no se siguió el procedimiento del juicio político? ¿Se creyó que la Junta 
Departamental era competente para destituir al Edil? 


SEÑOR SEÑORALE.- Discrepo con la forma en que se está preguntando. No se puede preguntar por 
qué se hizo o no se hizo algo, porque esta Comisión no es indagatoria. Sólo debe expedirse sobre un 
hecho jurídico: si hay un decreto de la Junta Departamental violatorio de la Constitución o de una ley. 


Reitero: no es nuestra competencia analizar qué se dejó de hacer o que se hizo; tenemos que expedirnos 
objetivamente sobre un hecho jurídico. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estoy de acuerdo, pero dentro de los argumentos manejados por los 
recurrentes está este hecho. 


Voy a reformular las preguntas al doctor Vellida: ¿se manejó la posibilidad de iniciar un juicio político? ¿La 
Mesa, y en particular usted, entendieron que la Junta Departamental era competente para destituir al Edil? 


SEÑOR VELLEDA.- Los asesores jurídicos de la Junta Departamental solamente fueron consultados 
con respecto a si existía incompatibilidad o no. En mi informe -consta en el expediente que fue enviado 
aquí- el asesoramiento fue concreto a la incompatibilidad, nada más; no fuimos consultados sobre otro 
tema. 


SEÑOR FALCO.- Hay algunos puntos que no tengo muy claros. Por ejemplo, tengo dudas con respecto 
a lo que se hizo. Coincido con el señor Diputado Señorale en que no debemos indagar en lo que no se 
hizo, pero sí tenemos que hacerlo sobre lo que se hizo. Entonces, ¿en qué artículo se basó la Junta 
Departamental para destituir al Edil? 


SEÑOR CABEZUDO.- La Junta Departamental no lo destituyó nunca. La prueba de esto es que él 
sigue actuando. 


SEÑOR FALCO.- Si entendí bien, usted dijo que el Edil sigue actuando basado en al efecto suspensivo 
de la presentación del recurso ante la Cámara, pero no por decisión de la Junta Departamental. 
Entonces, no acepto la respuesta que me acaba de dar. 

SEÑOR CABEZUDO.- Lo que sucede es que se aprobó por mayoría -vuelvo a reiterar: 13 votos en 17- 
el informe del doctor Velleda que, basado en el artículo 290 de la Constitución, establecía la 


incompatibilidad del señor Edil. 


SEÑOR FALCO.- Obviamente, me manejo con la información que hemos recibido. Entonces, me 
gustaría saber si es cierto que este señor es empleado de la empresa desde 1991 y es Edil desde 1990. 


SEÑOR CABEZUDO.- Exactamente. Él es funcionario de esa empresa desde el año 1991 y ha sido 
Edil. 


SEÑOR FALCO.- ¿Es Edil desde 1990? Si es así, ¿por qué la incompatibilidad recién se da el año 
pasado? 


SEÑOR CABEZUDO.- Supuestamente, porque nadie presentó pruebas; yo las presenté. 
SEÑOR FALCO.- O sea que él actuó durante tres períodos. 


SEÑOR CABEZUDO.- Quiero aclarar que yo soy Edil titular recién en este período; en el anterior 
actué ocasionalmente como suplente. Por lo tanto, me voy a remitir a este período en el que soy titular 
y he actuado con frecuencia. 


SEÑOR FALCO.- Usted se refiere a este período pero me contesta que es correcto que él es funcionario 
de la empresa Turil. 


SEÑOR CABEZUDO.- Exacto. 


SEÑOR FALCO.- Y a quién le puedo preguntar en qué se basaron para entender que la Junta 
Departamental tenía prerrogativa para destituir a este Edil. 


SEÑOR CABEZUDO.- La Junta no lo destituyó. 
SEÑOR FALCO.- ¿Usted no dijo que hubo una votación de 13 en 17? 


SEÑOR CABEZUDO.- Se votó un informe. 


SEÑOR FALCO.- El informe no es vinculante. Un informe realizado por un asesor jurídico, sólo 
informa; quien toma el acto de gobierno de destituir o no es la Junta Departamental. Jurídicamente 
esto es así. Tal vez estoy equivocado desde el punto de vista de los hechos, porque no los conozco; tengo 
una versión y estoy tratando de escuchar la otra. 


SEÑOR CABEZUDO.- Vuelvo a reiterar: nosotros votamos por mayoría el informe jurídico. 


Como en la única sesión que hubo a posteriori, el señor Edil se presentó, el Presidente de la Junta 
Departamental, basado en ese informe aprobado por mayoría, entendió que este no podía ejercer su función y, 
por lo tanto, la sesión no podía continuar. 


SEÑOR FALCO.- Permítame rebobinar los hechos para ver si entendí bien. Esta situación nace con 
una denuncia suya. Como Edil, usted manifestó que el señor Joselito Mello estaba inhabilitado en 
mérito a que era funcionario de la empresa Turil. Conforme al artículo 290 de la Constitución, aquellos 


funcionarios que estén a sueldo en empresas que contraten con la Intendencia, no podrían formar 
parte de las Juntas Departamentales ni de las Juntas Locales. 


SEÑOR CABEZUDO.- Exactamente. 
SEÑOR FALCO.- ¿A quién se remite la denuncia que usted hizo en la Junta Departamental? 


SEÑOR CABEZUDO.- La denuncia la hice contra el Edil. 


SEÑOR FALCO.- Eso lo entendí pero, ¿dónde fue la denuncia? ¿La Junta decidió solicitar un 
informe? 


SEÑOR CABEZUDO.- Sí; la Junta solicitó informes a la empresa Turil a los efectos de vincularla con 
este señor. Luego, con la documentación en la mano, un asesor jurídico hizo un informe y, otro asesor, 
realizó otro. Luego, este asunto volvió a considerarse en la Junta Departamental. En el plenario se dio 
lectura a los dos informes y se aprobó por mayoría el del doctor Velleda. 

SEÑOR FALCO.- A partir de allí nació la inhabilitación. 

SEÑOR CABEZUDO.- Exactamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quedó claro: a partir de allí nació la inhabilitación. 


SEÑOR CABEZUDO.- Como no soy letrado, el juego de palabras me engaña. La Junta Departamental 
no inhabilitó al Edil; lo que hizo fue aprobar un informe jurídico. Quiero que quede bien claro: no 
hubo inhabilitación; no confundamos los términos. 


SEÑOR FALCO.- Entonces, ¿qué hubo? 
SEÑOR CABEZUDO.- Vuelvo a reiterar: aprobamos un informe. Luego hubo una reunión en la que el 
señor Presidente de la Junta Departamental, basado en el artículo 290 y entendiendo que el señor Edil 


estaba inhabilitado, levantó la sesión. 


SEÑOR FALCO.- Voy a hacer otra pregunta porque imagino qué fue lo que pasó pero quiero tenerlo 
claro. ¿Quién inhabilitó al Edil? 


SEÑOR CABEZUDO.- Nadie lo inhabilitó. 
SEÑOR FALCO.- Entonces, para qué estamos acá. 


SEÑOR CABEZUDO.- Simplemente, se levantó la sesión porque se entendió, basado en el informe, 
que el señor Edil estaba inhabilitado. Luego, no hubo ninguna reunión más. Sólo existió el informe de 
la Cámara de Diputados suspendiendo la decisión tomada por la corporación; no sé si estos son los 
términos correctos, pero no soy letrado. 


SEÑOR MELGAREJO.- A pesar de que la situación no está clara, vamos conociendo los hechos. Sin 
embargo, sigo sin comprender un aspecto: ¿qué valor tiene para la Junta Departamental el informe 


que se aprobó? Si el informe dice que el Edil está inhabilitado, el valor que tiene es que quien funciona 
allí es un Edil inhabilitado. 


SEÑOR CABEZUDO.- Supongo que esa puede ser la interpretación correcta. 


SEÑOR MELGAREJO.- Tampoco soy jurista, pero fui muchos años Edil. Entonces, quiero intentar 
comprender la situación. 


SEÑOR CABEZUDO.- Voy a poner un ejemplo. Aquí, en Montevideo, hubo un funcionario de 
CUTCSA que fue electo Edil y tuvo que renunciar a este último cargo porque en aquella oportunidad 
la Intendencia Municipal subsidiaba a las empresas de transporte. 


SEÑOR MELGAREJO.- Ese no es el caso y además no fue así. Renunció a su cargo de Edil porque su 
partido lo sacó para cumplir otra tarea y vino otro Edil. 


Haré una pregunta más directa al Edil Cabezudo. ¿Para usted qué valor tiene el informe jurídico aprobado por 
la mayoría de la Junta Departamental? 


SEÑOR CABEZUDO.- El informe jurídico que hizo el doctor Velleda es exactamente igual al 
razonamiento que hice yo en el momento de presentar la denuncia. Por ese informe se me daba la 
razón en cuanto a que mi denuncia era la correcta debido a las pruebas que presenté en esa 
oportunidad. 


SEÑOR MELGAREJO.- Según lo que usted dice el Edil Joselito Mello está inhabilitado para ocupar el 
cargo. 


SEÑOR CABEZUDO.- Así es. 


SEÑOR SEÑORALE.- En ningún momento la Junta decretó que el Edil estaba inhabilitado. De pronto 
la Junta entendió que no era la competente para hacerlo. Me parece que la Junta actuó correctamente. 
Aprobó el informe jurídico, lo cual podrá ser opinable -como todos los informes jurídicos sabemos que 
puede ser opinable y que puede haber bibliotecas en los dos sentidos-, pero no fue más de ahí. Aprobó 
el informe jurídico constatando una situación fáctica de un Edil, pero no avanzó sobre un decreto que 
le inhabilitaba para actuar en la Junta Departamental, con todas las consecuencias que eso puede tener 
cuando hay alguien que actúa estando inhabilitado, lo que, inclusive, puede hacer que los actos que se 
dicten con un órgano donde están funcionando miembros que no estén habilitados puedan llegar a la 
nulidad. Ese es otro tema y no correspondía a la Junta. Y no lo hizo. Insisto en mi pregunta de si hubo 
un decreto de la Junta, porque lo único que tenemos como recurrible, de acuerdo al artículo 303, es si 
hay un decreto de la Junta Departamental que dice: "declaro inhabilitado para ocupar el cargo de Edil 
a fulano de tal", y yo no lo encuentro. Creo que ahora quedó demostrado que no hay ningún decreto. 
Tengo una situación de hecho, pero no tenemos una situación de inhabilitación por un decreto. 


SEÑOR FALCO.- Entonces, ¿cómo está inhabilitado? 


SEÑOR SEÑORALE.- No estaba inhabilitado. Puede haber una incompatibilidad que lo inhabilite, 
pero será en otro órgano donde deberá procesarse el recurso. 


SEÑOR FALCO.- Estamos de acuerdo en que hay un órgano específico que inhabilita. Quisiera saber 
por qué el señor Joselito Mello, cuando se termine el efecto suspensivo del recurso, no vuelve a la 
Junta. 


(Diálogos) 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Qué va a pasar si la Cámara no se expide cuando se venzan los sesenta días 
y el Edil o la persona se presenta a la próxima sesión de la Junta Departamental? ¿Se lo va a 


considerar inhabilitado, se levantará otra vez la sesión o la Junta va a seguir los procedimientos que 
correspondan? 


SEÑOR CABEZUDO.- No sé la actitud que van a tomar los señores Representantes, es decir, si se van 
a expedir o no sobre el tema. No me puedo aventurar a expresar la decisión que tomará la Junta 
Departamental, pero si llegado el momento vencen los plazos legales y constitucionalmente la Cámara 
no se expide, creo que lamentablemente quedaría en pie la posición tomada por la Junta en esa 
oportunidad. 


SEÑOR MACHADO.- Me parece que aquí estamos ante una denuncia de un señor Edil. Hay una 
delegación de asesores jurídicos que van a prestar su informe. Hay dos informes: uno aprobado por la 
mayoría y el otro por la minoría, y ahí quedó la cosa. 


Considero que en ningún momento la Junta inhabilitó al Edil a ejercer su función. Sobre que se haya 
suspendido una reunión se puede argumentar en una dirección o en otra, es decir, que haya sido por 
consultas, etcétera, pero no que la Junta haya dictado una resolución en la dirección de inhabilitarlo por la 
razón que fuere. 


Creo que lo que tiene que recorrer la Junta son los caminos establecidos por la Constitución de la República. 
¿El señor Edil considera que la Junta tiene capacidad para inhabilitarlo? 


SEÑOR CABEZUDO.- Si existe una incompatibilidad el artículo 292 es claro, pero al no atenerse a ello 
pienso que hay que seguir los caminos legales correspondientes y es aquí, en la Cámara de 
Representantes, donde se va a resolver. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Falco) 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Si no escuché mal al señor Edil cuando se refirió a la génesis de la 
denuncia, creí sentir que había habido una serie de ataques a la bancada de Ediles y que por esa razón 
se había dado respuesta con otro tipo de represalias al Edil Joselito Mello. ¿Eso es así? Quisiera que el 
señor Cabezudo lo ratifique o lo rectifique. 


SEÑOR CABEZUDO.- Tomé esa decisión porque veía que mi sector, mi bancada y principalmente el 
señor Intendente Municipal que es de mi sector, estaba siendo objeto de permanentes ataques. 
Inclusive, relaté la situación que me llevó a realizar la denuncia. Bien podría haberse hecho un pedido 
de informes o si no llamarlo a Sala por un tema de las becas sobre el cual, de pronto, el señor 
Intendente no tenía conocimiento de que el supuesto dinero ya estaría en las arcas municipales. A 
partir de ese momento decidí llevar adelante la denuncia, la cual formalicé en la Junta Departamental. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- O sea que la génesis de esto estuvo en una represalia política porque un 
Edil ejercía sus derechos en forma correcta o incorrectamente -según su opinión- hacia una crítica 
política del Intendente. 


SEÑOR CABEZUDO.- Decidimos utilizar las herramientas que teníamos a mano para contrarrestar 
los permanentes ataques políticos que estábamos recibiendo. Creo que estábamos en nuestro derecho. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- ¿Quiere decir que no se genera en un hecho basado en el derecho sino 
en las represalias políticas? 


SEÑOR CABEZUDO.- Tanto como represalia política no. Creo que es una herramienta que tenemos y 
la utilizamos para hacer frente a tantos ataques de que fuimos objeto. 


SEÑOR SEÑORALE.- Quiero señalar que todos los elementos políticos que antecedieron este acto son 
totalmente ajenos a lo que esta Comisión tenga que empezar a considerar. 


No me pareció correcta la pregunta ni la respuesta debe tomarse como tal, ya que significa interrogar al Edil 
sobre lo que hipotéticamente va a hacer la Junta Departamental como órgano, porque no es la Mesa la que 
tendría que resolver el asunto sino el órgano departamental integrado por treinta y un Ediles que deberán 
definir el destino de esta situación. Y esto no se ha hecho hasta ahora. Insisto: no hay un decreto que 
establezca la inhabilitación del Edil. Por lo tanto, no entiendo el objeto del recurso. Nosotros tenemos que 
expedirnos, precisamente, sobre lo que marca la Constitución de la República. El artículo 303 establece que 
son recurribles ante nosotros los Decretos de la Junta Departamental. Todos sabemos qué es jurídicamente un 
decreto de la Junta Departamental y, aquí, no lo tenemos; no tenemos el hecho generador de la intervención 
de este Órgano, que es un acto jurídico. Acá se ha reafirmado que la Junta Departamental no determinó la 
inhabilitación a través de un decreto sino que aprobó el informe jurídico de un asesor letrado que decía que 
había una incompatibilidad en las actividades del Edil. Después, ocurrieron situaciones fácticas como, por 
ejemplo, que se levantó una sesión de la Junta porque al retirarse los Ediles se quedó sin quórum. No se trató 
de que prohibieran la entrada al Edil sino que se levantó la sesión porque, reitero, se retiraron los Ediles. Esto 
ocurre habitualmente en todos los órganos legislativos y también en nuestra Cámara, ya que a veces, la 
dejamos sin número porque nos retiramos. Y allí ocurrió eso; se produjo una situación fáctica. Pero no 
tenemos un elemento jurídico sobre el cual tengamos que expedirnos en esta Comisión: un decreto de la 
Junta Departamental que establezca la inhabilitación del Edil. Creo que sabiamente la Junta no lo hizo porque 
entendió que no era competente para hacerlo. Se denunció el hecho de la inhabilitación. Luego seguirán o no 
los procedimientos en los órganos constitucionales competentes, que no es ni el órgano legislativo 
departamental ni este Parlamento. Todos sabemos que existen organismos que resuelven los problemas 
electorales, de incompatibilidad que, reitero, no son ni este Parlamento ni el órgano comunal. 


Con respecto a las preguntas que se formularon quiero que quede claro que las respuestas deben tomarse a 
título individual de lo que hipotéticamente haría la Junta, según el pensamiento del Edil presente, pero no 
podemos pretender interpretar lo que va a hacer porque es un órgano integrado por treinta y un Ediles. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si nadie más va a ser uso de la palabra, agradecemos la presencia de la 
delegación. 


(Se retira de Sala la delegación integrada por Ediles de la Junta Departamental de Rivera) 


(Ingresa a Sala una delegación de Ediles recurrentes) - La Comisión da la bienvenida a una delegación de 
Ediles recurrentes, integrada por las señoras Stella Romero y Marta Werner y los señores Nibio Ferreira, 
Gerardo Amarilla y Donald Martins. 


SEÑORA ROMERO.- Nosotros nos sentimos en la necesidad de recurrir a la Cámara porque, de 
alguna manera, los derechos de un compañero Edil estaban siendo violados por la Junta 
Departamental a través de distintas actuaciones que ocurrieron en el tiempo. 


No sé si la Junta Departamental cuando envió a esta Comisión los antecedentes del caso incluyó toda la 
documentación existente, pero haciendo un breve repaso quiero señalar que este caso se inició en el mes de 
octubre, cuando unos quince días antes o más, el compañero Edil, Joselito Mello, llama a Sala al señor 
Intendente Municipal para considerar una cuestión relacionada con las becas de los estudiantes. 
Inmediatamente, se siente como una represalia una denuncia formulada por el Edil Luis Carlos Cabezudo; el 
día 15 de octubre, muy sutilmente, hace un pedido de informes al señor Presidente e intenta vincular la 
inhabilitación del Edil por tratarse de un guarda de Turil, agencia de transporte interdepartamental. Luego, el 
28 de octubre, el contador de la Junta le contesta algunos de los aspectos planteados, pero como ese Edil no 
viajaba el Presidente no responde una parte del pedido de informes referido a los Ediles que viajan. El no 
viajó ni como guarda ni como Edil. Entonces, se contesta únicamente que se alquila un ómnibus, que la Mesa 
Permanente pagaría la mitad, para ir a un Congreso Nacional de Ediles. Luego, eso se canjea por deudas. 
Después, el Edil Cabezudo, el 29 de octubre, al otro día de haber recibido la contestación, ya estaba anotado 
en la media hora previa -es como que todo era muy raro porque, como se sabe, en la Junta esos procesos no 
se dan tan rápido- y habló de todo el asunto diciendo que la Junta compraba pasajes de la agencia Turil, pero 
no dice que era una agencia exclusiva, ni que había un contrato expreso, ni un llamado a licitación, etcétera. 
Después, el Edil Cabezudo pide expresamente la renuncia del Edil porque se lo considera inhabilitado. 
Luego, el Edil Cabezudo pide expresamente la renuncia del Edil Mello porque se lo considera inhabilitado. 


Por su parte, en el acta 14 del 29 de octubre el Edil Cabezudo dice expresamente en una parte de su 
alocución: "(...) voy a solicitar al señor Edil Joselito Mello, que renuncie a su cargo de Edil por 
incompatibilidades de tareas como lo establece además el Artículo 292 de la Constitución de la República". 
Además, agrega que la Junta Departamental de Rivera tiene un contrato reciente con la empresa Turil, pero 
yo debo aclarar que no fue un contrato, sino que se alquiló un ómnibus, que pudo haber sido de esa empresa 
o de cualquier otra porque no se arrienda exclusivamente a una sola empresa. 


Por otro lado, el 5 de noviembre el compañero Nibio Ferreira da un informe a la Junta Departamental. 
Nosotros en ningún momento dijimos que el Edil estaba inhabilitado ni que no lo estaba, sino que la Junta 
Departamental no tenía la potestad para habilitar o inhabilitar a un Edil porque entendíamos que no podíamos 
ser los propios pares los que destituyéramos a un Curul de su cargo. 


Además de los dos informes de la Junta Departamental que eran absolutamente contrarios, recibimos 
informes telefónicos. A su vez, nos habíamos basado en la exposición del doctor Korzeniak sobre el 
particular, realizada en Maldonado, y en el informe de otros asesores jurídicos como, por ejemplo, el del 
doctor Santiago Lamboglia. Es decir, tratábamos de descubrir si nuestro compañero Edil estaba inhabilitado o 
no. Lo que nos seguía sorprendiendo es que en igual situación estarían los funcionarios de la Asistencial 
Médica, pero no eran mencionados y por eso este tema nos sonaba como "dirigido". 


Por último, en la sesión del 22 de noviembre se desencadena el asunto, después de aclaraciones, de informes 
que dimos al plenario sobre lo que habíamos investigado y de enfrentamientos, y por fin se llega, luego de 
una larga discusión, a una votación. No sabíamos qué se votaba porque no veíamos que se hubieran 
presentado mociones claras; solo se decía que se pasaran a votar las mociones existentes a través de 
mociones de orden. En determinado momento -tengo la desgrabación de la sesión, autenticada por Presidente 
y Secretario, porque en la Junta Departamental de Rivera no tenemos taquígrafos-, solicito que se dé lectura a 
las mociones presentadas, a lo que el Edil Vila contesta que la moción que estaba presentada era por la cual 
habíamos sido citados para votar los informes de los abogados, es decir, del doctor Velleda y del doctor Altay. 
Si hubiéramos votado dos mociones, hubiéramos entrado en una contradicción absoluta. 


Además, no entendíamos cuál era el alcance de votar una moción porque como Ediles podríamos haber 
hecho nuestro el informe de un abogado y ahí sí hubiéramos hecho moción declarando inhabilitado al Edil. 
No entendíamos nada, pero igualmente se votó y se obtuvieron 17 votos. Inclusive, el Edil Nibio Ferreira 
dice con mucha claridad en su fundamento de voto que se considera que el acto de esa noche en la Junta 
Departamental, declarando inhabilitado al compañero Joselito Mello, es inválido y nulo por haber sido 
dictado por un órgano incompetente. Luego agrega que la decisión que votó la Junta Departamental es un 
acto de Gobierno Departamental, no recurrible, a pesar de que se diga lo contrario ante el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo. Continúa diciendo que ante la invalidez de ese acto de gobierno, corresponde la 
aplicación del artículo 303 de la Constitución de la República. 


Por su parte, el compañero Joselito Mello recibe un comunicado de la Presidencia de la Junta anunciándole 
que ha sido inhabilitado. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- ¿Tiene disponible esa comunicación? 
SEÑORA ROMERO.- La puedo buscar. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- En todo caso, pediría a la señora Romero que continúe con su 
exposición y agradecería que el resto de la delegación busque ese documento porque es realmente 
importante. 


SEÑORA ROMERO.- El Presidente quería que Joselito le firmara ese documento dándose por 
enterado de la resolución, pero no lo firma. 


No podíamos creer que la Junta lo estuviera inhabilitando. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Esa comunicación ¿se envió posteriormente a la realización de la sesión 
del 22 de noviembre? 


SEÑORA ROMERO.-- Sí, fue posterior. No recuerdo la fecha exacta en que se comunicó la decisión al 
Edil. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- ¿Qué se comunicó al Edil? 
SEÑORA ROMERO.- El Presidente le comunica que está inhabilitado. 


SEÑOR AMARILLA.- La comunicación no figura en la documentación que envió la Junta, pero 
podría ser suplido perfectamente por dos actas notariales de constatación, una solicitada por el Edil 
Joselito Mello y otra por el propio Presidente de la Junta Departamental donde los escribanos Sergio 
de la Rosa y Virginia Fros Álvarez, en un mismo acto, pero en actas separadas, constatan en la sesión 
del 26 de noviembre de 2002 que el Presidente del Cuerpo, al ingresar Joselito Mello, para la sesión y 
lee una nota por la cual comunica "in voce" que a partir de la resolución adoptada por la Junta 
Departamental el 22 de noviembre el Edil Joselito Mello se encontraba comprendido en la inhibición 
del artículo 290 de la Constitución de la República y, por ende, no podía ocupar su cargo de Edil. A 
continuación levantó la sesión. 


Más allá de la comunicación formal -que sabemos que recibió el Edil, pero que no la tenemos presente-, creo 
que estas dos constataciones notariales suplen la comunicación oficial de la Junta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Aclaro al señor Diputado que esas actas están incluidas en los antecedentes. 


SEÑORA ROMERO.- De todos modos, tengo la grabación de esa sesión -me la entregó la propia Junta 
Departamental- en la que consta que el Presidente lee un escrito, que ya traía preparado para el 
supuesto caso de que el señor Joselito Mello Elverdín entrara a Sala, que habla de la inhabilitación 
basada en el artículo 9”, y que figura en el acta labrada por la escribana Virginia Fros. 


A partir de ese momento, hicimos la apelación ante esta Comisión. Creemos que no somos nosotros quienes 
debemos destituir a nuestros propios compañeros -estando habilitados o inhabilitados-, sino que debería 
haber un tribunal de alzada, que debe ser el órgano que diga que si está inhabilitado no debe ser más Edil. 
También entendemos que si está inhabilitado, estaría violando la Constitución y, por ende, podría ser sujeto 
de un juicio político. 


SEÑORA WERNER.- Quisiera recordar que el señor Edil Joselito Mello no empezó en este período, 
sino que su actuación como Edil comenzó en el año 1990, y ya trabajaba en esa empresa. Quiere decir 


que si está inhabilitado ahora, estuvo inhabilitado desde el año 1990, cuando empezó a desempeñarse 
como Edil. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Eso surge del recurso presentado. 
SEÑORA WERNER.- Quisiera decir que había otros casos que no se mencionaron en ningún 
momento, y que se encontraban en condiciones más comprometidas, porque eran Directores de una 


mutualista que contrata directamente con la Intendencia Municipal y con la Junta Departamental. 


SEÑOR PÉREZ MORAD.- Me gustaría saber si el Edil Joselito Mello era Edil desde el año 1990 en 
carácter de titular o suplente. 


SEÑORA WERNER.- Primero fue suplente y luego titular. 
SEÑOR PÉREZ MORAD.- ¿En qué período fue titular? 


SEÑORA WERNER.- Fue titular desde el año 1995. 


SEÑOR PÉREZ MORAD.- O sea que en el primer período, desde 1990 a 1995, fue suplente; desde 
1995 a 2000 fue titular y actualmente sigue siendo titular. 


SEÑORA WERNER.- Y durante todo ese tiempo fue funcionario de la misma empresa; ya no lo es, 
porque lo echaron. 


SEÑOR MARTINS.- Soy Edil del Frente Amplio y quisiera decir cuáles fueron los motivos por los 
cuales firmé este recurso. 


En primer lugar, porque creo que me pasé la vida luchando para que todos los ciudadanos de este país 
tuviesen un juicio justo, y si algo se alejaba profundamente de ese concepto era el hecho de que la Junta 
Departamental de Rivera pudiese expulsar o inhabilitar a un miembro de su Cuerpo en un entorno regido por 
factores de carácter extremadamente políticos y de la política departamental, tal como lo dejamos expresado 
en las actas, de las que seguramente podrán disponer. Esta era la consecuencia de un proceso político y de 
enfrentamiento entre dos bancadas. Y, a nosotros, que no estábamos directamente involucrados, nos 
interesaba ir al fondo de la cuestión y considerar que se trataba de un hecho político más que jurídico. 


No sabemos si Joselito Mello está o no inhabilitado, lo que sí dijimos en aquel momento en la Junta 
Departamental -y lo reiteramos ahora- fue que estamos dispuestos a transitar todas las instancias para que 
esta persona tenga, como cualquier ciudadano de la República, la oportunidad de un juicio justo y que se 
analicen absolutamente todos los recursos posibles. 


En segundo término, interpreto perfectamente cuál es el espíritu del legislador cuando en la Constitución de 
la República se expresan las inhabilitaciones para los Ediles. Entiendo perfectamente lo que se quiere decir, 
pero no me parece que ese espíritu sea el que se aplica en este caso con referencia al señor Edil Joselito 
Mello. Creo que desde la óptica de los Gobiernos Municipales este tipo de situación puede servir para 
distorsiones muy groseras en las Administraciones municipales. Basta ver un ejemplo para entender la 
dimensión de la distorsión que estos hechos pueden ocasionar. Los Ediles -que somos ciudadanos no 
rentados-, necesariamente tenemos nuestro trabajo en la comunidad. Allí ejercemos las más variadas 
funciones; alguna de ellas puede ser la de empleado en una zapatería, y si es así y ejercemos como Edil una 
función confrontada con el Gobierno Municipal, estas situaciones podrían incurrir en el hecho de que la 
Comuna, con una actitud no transparente, en forma deliberada y tendenciosa pudiese ir a contratar zapatos a 
la zapatería en la cual trabajamos, y eso sería suficiente razón para establecer nuestra inhabilitación. 


Me parece que estas son cosas extremadamente peligrosas y que, obviamente, no estaban en el espíritu de 
quien hizo la ley, pero bien pueden pasar. Y en este caso, el Edil Joselito Mello no es un director de una 
empresa de transporte; el señor Joselito Mello no tiene, desde la Junta Departamental, ninguna potestad para 
contratar con nadie. Lo que me parecía que se aproximaba en mucho al ejemplo que recién mencionaba del 
empleado de la zapatería. 


En vista de estos factores, creo que era necesario transitar otra instancia, porque no puede ser la Junta 
Departamental de Rivera la que inhabilite a un Edil por mayoría simple. Me parece una distorsión tremenda 
del sistema. Y esa es la razón fundamental por la cual nosotros firmamos este recurso, como lo firmaría para 
cualquier otro Edil de la Junta Departamental en situaciones idénticas a la de Joselito Mello. Lo haría 
exactamente de la misma manera. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- ¿Usted entiende que la Presidencia de la Junta Departamental hizo 
efectiva la resolución tomada con la fecha que se manejó aquí? ¿Hizo efectiva una resolución 
impidiendo al Edil el ejercicio de su cargo? 


SEÑOR MARTINS.- Categóricamente sí, señor Diputado. 


En la reunión siguiente a la del 22 de noviembre, en la sesión ordinaria, el señor Joselito Mello entró a Sala, y 
eso llevó a que el señor Presidente de la Junta Departamental de Rivera, leyendo un texto que ya tenía 
preelaborado, levantase la sesión por considerar que dicho Edil estaba inhabilitado y que la Junta no podía 
sesionar en esas condiciones. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- ¿Usted considera que ese acto administrativo llevado adelante por el 
señor Presidente de la Junta y de la Mesa es ajustado a derecho? 


SEÑOR MARTINS.- Yo soy arquitecto, no tengo formación jurídica, por tanto, no podría responder si 
fue ajustado a derecho. Lo que estoy comentando es lo que ocurrió en la siguiente sesión de la Junta 
Departamental. 


SEÑOR FERREIRA.- Reafirmando lo que contestaba el Edil Martins al señor Diputado Borsari 
Brenna, debo decir que antes de esa sesión en la que entró a Sala el Edil Joselito Mello y que el señor 
Presidente levantó la sesión porque él estaba presente, nosotros escuchamos por una cadena de radio 
en Rivera la sesión del Parlamento el día que se decidió suspender la medida tomada por la Junta. 
Escuchamos las palabras del señor Diputado Machado quien manifestó que la Junta Departamental de 
Rivera nunca había declarado inhabilitado al Edil sino que simplemente votó los informes de los 
abogados. Precisamente, el informe que recibió la mayoría fue el redactado por el doctor Velleda, quien 
decía que a su entender el Edil Joselito Mello estaba inhabilitado. Dos abogados presentaron informes, 
uno favorable y otro desfavorable. De todos modos, se votó por mayoría el informe del doctor Velleda 
que establecía que el Edil Joselito Mello estaba inhabilitado. El Directorio del Partido Nacional había 
mandatado al Edil Joselito Mello para que se presentara a la Junta Departamental, entendiendo que si 
no había sido declarado inhabilitado, él tenía que entrar a Sala. Además, si los Ediles del Partido 
Colorado entendían que estaba inhabilitado seguramente no le iban a permitir ingresar. Eso fue lo que 
sucedió ese día. 


SEÑORA ROMERO.- Hay un documento del escribano Gustavo de la Rosa Ferreiro donde se expresa 
que el Edil Joselito Mello se encuentra inhabilitado para ejercer su función. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Eso consta en los antecedentes que poseemos todos los señores Diputados. 


SEÑOR SEÑORALE.- Quisiera saber si hubo un decreto específico de la Junta Departamental 
declarando inhabilitado para actuar al Edil Mello. Lo que tenemos en los antecedentes es una 
resolución de la Junta Departamental. Ustedes como Ediles y nosotros como Diputados sabemos la 
diferencia que hay entre esos actos jurídicos. Ante este órgano son recurribles los decretos de la Junta 
Departamental, es decir, los que son dictados cumpliendo las formalidades que marcan las normas 
jurídicas para reflejar la voluntad del órgano legislativo. Muchas veces, ni la voluntad del señor 
Presidente puede suplir la voluntad del órgano. A veces, la actuación del señor Presidente podrá ser 
correcta o incorrecta, pero no es la voluntad del órgano. Lo único que tenemos aquí es, ante una 
resolución, la aprobación de un informe de un asesor letrado por diecisiete votos. 


Yo pregunto si ustedes concluyen que esta resolución de la Junta es la que decreta la inhabilitación del Edil 
Mello. Digo esto porque el Edil Mello entiende lo contrario. Él, posteriormente a esta resolución, con fecha 
26 de noviembre, dice que no habiéndose dictado decreto -utiliza de manera correcta la palabra que 
jurídicamente corresponde- de inhabilitación para ejercer el cargo de Edil comunica a la Junta que continuará 
ocupando su banca en dicho órgano del Gobierno Departamental. Quiere decir que el involucrado no 
entendió que hubiese una expresión de voluntad de la Junta Departamental manifestada como decreto que lo 
inhabilitara para actuar en su cargo. 


SEÑOR AMARILLA.- Básicamente, hay una resolución de la Junta Departamental que se trasunta en 
un decreto; hay un efecto jurídico importante que es la inhabilitación de un Edil. Si no fuera así, sería 
más grave aun y estando todos en conocimiento de esto tendríamos que hacer la denuncia penal por 
sedición. Esto es impedir a un funcionario electo por el pueblo ocupar el cargo. 


En definitiva, hay una resolución de la Junta Departamental que se trasunta en un acto jurídico, que es 
impedir al Edil que ingrese a Sala. Además, se comunica fehacientemente al señor Edil que ya no ocupa el 
cargo. También se comunica a los funcionarios de la Junta Departamental -eso no consta en los antecedentes- 
que no pueden recibir los gastos de representación del señor Joselito Mello porque no es más Edil. Fue un 
hecho con trascendencia jurídica importante puesto que el señor Presidente del Cuerpo impidió que 
permaneciera en la sesión. Eso fue constatado por dos escribanos; inclusive, uno de ellos asistió a solicitud 
del señor Presidente del Cuerpo. 


Por tanto, entendemos que hubo una resolución de la Junta Departamental que se trasuntó en decreto; hubo 
un efecto jurídico de gran trascendencia y magnitud como lo es el impedir el ingreso a Sala de un Edil y ser 


miembro del Cuerpo. Además, el comunicado del Edil Joselito Mello que dio por escrito al señor Presidente 
de la Junta Departamental es la respuesta airada de una persona política que entiende que jurídicamente no 
está inhabilitado y que entiende que fue mal inhabilitado por el Cuerpo. De alguna forma, se niega a aceptar 
lo que resolvió la Junta Departamental. Pero, en los hechos, la Junta lo inhabilita y solo cuando la Cámara de 
Representantes comunica que se suspende el acto, recién puede ingresar a la Junta Departamental, que es lo 
que ha sucedido hasta el momento. 


SEÑOR SEÑORALE.- Deduzco de sus palabras que usted entiende que hay un decreto presunto, que 
puede haber este tipo de normas que se derivan de actuaciones. Me parece que estamos innovando en 
materia jurídica. 


SEÑORA WERNER.- Simplemente, se comunicó al Edil que no lo era más, por haber sido inhabilitado 
por la mayoría de la Junta. 


SEÑOR ARAÚJO.- Aunque está en el acta notarial, me interesaría conseguir la notificación que se le 
hizo por parte del Presidente de la Junta Departamental, lo que obviamente no surge de lo enviado por 
la Junta. 


SEÑOR SEÑORALE.- Quiero dejar constancia de que la voluntad del Presidente no puede suplir 
nunca a la voluntad del órgano Junta Departamental, integrada por treinta y un Ediles, que tienen su 
forma de expresar su voluntad como órgano legislativo. El Presidente es, meramente, un representante 
para determinadas actividades administrativas o para representar a la Junta. Así está previsto por la 
Constitución. Las formas en que se deben expresar los órganos están previstas en nuestra norma 
constitucional. 


Del mismo modo, no nos puede suplir a nosotros la actuación del Presidente de la Cámara. Nosotros somos 
noventa y nueve Diputados y la forma de expresarnos es la ley, cumpliendo con las formalidades dispuestas 
en la Carta. Por eso discrepo con que se pueda buscar otra forma de expresión de voluntad no prevista en la 
Constitución. Los Gobiernos Departamentales se manifiestan a través de decretos, que son objeto de recurso 
ante este órgano, de acuerdo con el artículo 303 de la Constitución, que dice que son recurribles los decretos 
de las Juntas Departamentales. Yo por eso ando buscando cuál es el decreto que dictó esa Junta 
Departamental determinando precisa y concretamente la inhabilitación o destitución del Edil Mello. Pero 
hasta ahora no lo he encontrado. 


SEÑOR FERREIRA.- Entiendo lo que dice el señor Diputado y creo que es así, pero en Rivera la 
situación fue diferente. La actitud del Presidente de la Junta Departamental fue avalada por los demás 
Ediles del Partido Colorado que, cuando él se levantó de Sala, le acompañaron. Y hasta que no se 
recibió la comunicación de la Cámara de Representantes señalando que se suspendía la inhabilitación, 
no sesionó la Junta y no sesionaría en adelante porque por estar el Edil presente no iba a ser citada. Así 
que queda expresamente implícito el supuesto decreto de la Junta Departamental. 


SEÑORA ROMERO.- El señor Diputado me dejó una duda muy grande y hay cosas que 
desconocemos. 


La Junta Departamental vota el informe de un asesor. A la sesión siguiente funciona quince minutos, entra el 
Edil y se levanta la sesión por haber entrado un Edil inhabilitado. Si este no es un motivo para apelar a 
ustedes, ¿qué hacemos? Si cada vez que entra el Edil a Sala -nosotros entendemos que no está inhabilitado- 
vamos a levantar la sesión, no funcionamos más. Me gustaría que nos explicara el señor Diputado qué 
camino seguimos. 


(Diálogos) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Yo entiendo que la Comisión formula las preguntas y, feliz o 
desgraciadamente, la Cámara actúa como tribunal de alzada. Analizamos los hechos, invitamos a las 
partes y después tomamos una decisión. Entrar en el terreno de preguntar y discutir, no es oportuno. 


Nuestros invitados, los recurrentes, van a tener la respuesta tácita o expresa de la Cámara, según lo 
prevé la Constitución de la República. 


Si no hay nada nuevo que agregar, entonces les agradeceríamos su presencia. 


SEÑOR AMARILLA.- Quiero plantear que la Comisión pida a la Junta Departamental el envío de la 
comunicación que se hizo al Edil, así como la resolución interna que se tomó para impedir que siguiera 
actuando como miembro del Cuerpo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se van a pedir los elementos de prueba correspondientes. 


(Se retira de Sala la delegación de Ediles recurrentes) 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


